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LOS RESULTADOS DE LA ÚLTIMA ENCUESTA DE EL COMERCIO-IPSOS

SIN LICENCIA

LA PROMESA DE CAMPAÑA DE TRUMP

Se viene el huaico

La ley del aplauso

Crisis por 
el muro

E l suboficial PNP Elvis 
Miranda Rojas ha sido 
liberado. Un hábeas 
corpus, dictado en 
Huancayo, ha desvir-

tuado la prisión preventiva que venía 
cumpliendo. 

Miranda acudió al llamado de un 
ciudadano al que habían asaltado. 
Juan Carlos Ramírez Chocán, uno 
de los delincuentes, fue alcanzado 
por los policías. Miranda lo conminó 
a detenerse, hizo disparos al aire, y 
fi nalmente disparó contra el sujeto, 
ocasionándole la muerte. 

Al caer abatido, Ramírez fue soco-
rrido por los policías, pero un tumulto de gente 
trató de impedirlo. Según Miranda, el sujeto 
iba armado, pero, en el tumulto, se habría sus-
traído el arma. 

Ramírez Chocán fue enterrado en medio de 
arengas, disparos al aire y gestos rituales, con 
cerveza sobre el ataúd. Tenía antecedentes por 
robo y era un desertor del Ejército. 

La fi scal Lidia Castillo Chirinos pidió nueve 
meses de prisión preventiva contra el policía 
por delitos de homicidio simple y abuso de au-
toridad. 

El policía, ¿debió disparar? El asaltante, ¿es-
taba armado? 

Para disparar, un policía debe cumplir con 
un protocolo. Está demostrado que Miranda 
hizo disparos al aire previos. ¿Pudo disparar de 
manera no letal? ¿Qué dice el peritaje balístico 
sobre la trayectoria, la distancia, el impacto? 

Miranda sostiene que el delincuente hizo el 
ademán de sacar un arma. En cualquier país del 
mundo, esto es sufi ciente para liberar al agente 

E l viernes, en un discurso trans-
mitido por cadena nacional, el 
presidente estadounidense 
Donald Trump declaró una 
emergencia nacional por la 

supuesta amenaza a la seguridad desde la 
frontera sur, después de argumentar du-
rante meses la existencia de una falsa crisis 
nacional que solo la construcción de muros 
detendría. Esto último había llevado al cie-
rre parcial del gobierno federal por 35 días, 
el período más largo de la historia, por no ob-
tener del Congreso el fi nanciamiento para el 
muro. Enfurecido por el acuerdo bipartidis-
ta del presupuesto, que asignó US$1,35 mil 
millones de los US$6 mil millones que había 
pedido, Trump chocó con el Legislativo, a 
pesar de que dicho acuerdo fue consensuado 
entre demócratas y republicanos. 

Para Trump, que hizo de la construcción 
del muro un compromiso electoral, que mo-
vilizó militares a la frontera, que creó un 
drama humanitario para miles con la se-
paración de padres e hijos, la decisión del 
Congreso fue una derrota que lo acorraló. 
En EE.UU., la Constitución señala que el 
Congreso defi ne el presupuesto y asigna los 
gastos. A pesar de ello, el presidente fi rmó el 
viernes un decreto de emergencia nacional 
a fin de obtener los recursos para la cons-
trucción del muro en la frontera con México 
que, dijo, salvará a los Estados Unidos de las 
amenazas de la inmigración. 

El discurso de Trump fue demasiado le-
jos. Dijo que existe una invasión desde el sur 
de drogas y criminales que ponen en peligro 
la seguridad nacional. Falso. En realidad, la 
inmensa mayoría de migrantes que llegaron 
a EE.UU. en los últimos meses son solicitan-
tes de asilo provenientes de Centroamérica. 

Además, según 
información del 
mismo gobierno, 
la mayor parte de 
la droga ingresa 
al país a través de 
puertos. Los in-
migrantes no son 
una amenaza ni 
tampoco el grupo 

humano que más delitos comete en EE.UU. 
Por otro lado, ciudades como El Paso (EE.
UU.) y Juárez (México) son urbes con gran-
des intercambios culturales, lingüísticos, 
comerciales, familiares, entre otros, que tra-
bajan en armonía. Por cierto, el muro cons-
truido hace años no hizo a El Paso, en Texas, 
una de las ciudades más seguras del país. 

Al abordar la supuesta crisis, además, 
Trump explicó que la emergencia le permi-
tirá reasignar recursos (dijo, por ejemplo, 
que redistribuirá partidas destinadas al Te-
soro por US$600 millones y otros US$2,5 mil 
millones para prevención de drogas). Algo 
que, constitucionalmente, le corresponde 
al Congreso. 

Antes, la fi gura de la emergencia nacional 
fue utilizada tras el atentado terrorista del 
11 de setiembre o en la crisis con Irán por los 
rehenes en 1979. De ese tamaño es la dife-
rencia. Por lo pronto, se espera el rechazo de 
esta declaratoria de emergencia de distintas 
cortes del país. El gobernador de California, 
Gavin Newson, ya adelantó que impondrá 
una demanda. 

EE.UU. vive una crisis. Con su declarato-
ria de emergencia nacional, Trump choca 
con el Congreso y tendrá que enfrentar a las 
cortes. Todo para cumplir una promesa de 
campaña. 

–Glosado y editado–

C omo se anticipaba, el 
apoyo popular al pre-
sidente Martín Vizca-
rra empezó a declinar. 
La caída de cinco pun-

tos porcentuales de aprobación a 
su gestión este mes, que puede su-
marse a los tres puntos que perdió 
el mes anterior, lo ubica ya lejos del 
pico que alcanzó en diciembre, lue-
go del referéndum, cuando llegó a 
66%. Aun así, la aprobación de 58% 
que registra hoy la encuesta de El 
Comercio-Ipsos es muy superior a 
la de sus predecesores, todos los que 
habían caído por debajo de 50% an-
tes de llegar a los 11 meses de gestión, que es el 
tiempo que tiene Vizcarra en el poder. 

El apoyo a Vizcarra se mantiene estable en 
Lima. Sin embargo, ha caído fuertemente en el 
sur, donde ha pasado de 56% a 43%. El sur ha 
sido la zona más afectada por los huaicos, así 
que es natural pensar que esa es la explicación, 
pero no es la única. Quienes lo desaprueban 
acusan a su gobierno de corrupción y, en el caso 
del sur, de pretender privatizar el agua, motivo 
por el que se produjo la semana pasada un pa-
ro agrario que incluyó el bloqueo de carreteras 
y vías del tren a Machu Picchu. El gobierno ya 
aclaró que no hay ninguna intención 
de privatizar el agua, pero las acusa-
ciones de corrupción lo seguirán ace-
chando, como ocurrió esta semana, 
cuando un aspirante a colaborador 
efi caz sostuvo que había participado 
en el aporte de una empresa de cons-
trucción a la campaña presidencial de 
Pedro Pablo Kuczynski en presencia 
de Vizcarra. 

La lucha contra la corrupción se 
mantiene, a su vez, como la principal 
razón de aprobación entre quienes 
respaldan a Vizcarra. Si bien esa es 
una tarea que depende fundamen-
talmente de la acción de fi scales y jue-
ces, el respaldo presidencial a estas 
gestiones es apreciado por la opinión 
pública. En ese sentido, el huaico de 
declaraciones que los ex funcionarios 
de Odebrecht darán en los próximos 
días a los fi scales peruanos tendrá, sin 
duda, un gran impacto. 

El segundo factor de aprobación 
es el trabajo que se viene llevando a 
cabo en el campo de la seguridad ciu-
dadana. Este factor también se refl e-
ja en el incremento en la aprobación 
a la gestión del ministro del Interior, 
Carlos Morán. Sus declaraciones en 
favor del subofi cial que fue detenido 

de responsabilidad penal. 
Cabe preguntarse, sin embargo, 

si hubo testigos o grabaciones. ¿O 
se trata solo de un dicho? El proceso 
debe seguir. 

El juez de primera instancia y, lue-
go, la Tercera Sala Penal de Apelacio-
nes de la Corte Superior de Piura otor-
garon y ratifi caron, respectivamente, 
la prisión preventiva. 

El argumento admitido por la jus-
ticia de Piura fue el riesgo procesal. 

El hábeas corpus no se pronun-
ció sobre la constitucionalidad de 
la prisión preventiva. Advirtió que 
el riesgo procesal no puede ba-

sarse en una suposición (Sent. Ha. Co., Nr. 
003-2019-CSJJ/2do. JIP-EBM). 

Los jueces de Piura sostuvieron que el arrai-
go laboral de Miranda “no tiene la entidad que 
garantice que el agente no vaya a incurrir en la 
misma conducta…”. 

O sea, para los jueces, Miranda regresaría a 
la PNP a seguir matando indiscriminadamente. 

Adicionalmente, se basaron en declaracio-
nes de una testigo, que señala que viene siendo 
seguida por sujetos en motos y camionetas de 
lunas polarizadas. Califi can esto de amedrenta-
miento para “perturbar la actividad probatoria, 
a favor del imputado” (Miranda). 

Los magistrados piuranos consideran que 
la declaración de Miranda sobre el arma no 
encontrada obstaculiza la justicia. Son razona-
mientos circulares: “Si eres abusivo, en libertad 
seguirás siendo abusivo y, además, mandas a 
amedrentar a los testigos”. 

En el norte, ha habido casos de abuso de au-
toridad. Los jueces, al parecer, querían congra-

por abatir a un presunto asaltante 
en Piura y los operativos policiales 
en La Victoria y San Juan de Luri-
gancho son algunas de las razones 
de este mayor respaldo. 

A pesar de ello, la aprobación a 
la gestión del Ejecutivo sigue ca-
yendo. Actualmente, se encuentra 
en 31%. Sin embargo, a diferencia 
de lo que ocurre con la aprobación 
presidencial, la aprobación al go-
bierno es parecida a la que tenían 
los gobiernos anteriores en un pe-
ríodo similar. Así, luego de 11 me-
ses, el gobierno de Humala tenía 
34%, el de García también 34% 

y el de Kuczynski 31%. La diferencia es que la 
brecha entre la aprobación presidencial y la 
del Poder Ejecutivo entonces bordeaba los diez 
puntos porcentuales y ahora es de 27 puntos. 

Otro caso de divergencia entre la aproba-
ción personal y la institucional se da en el Con-
greso. El respaldo a su presidente, Daniel Sala-
verry, es considerablemente mayor que el del 
Congreso de la República, como se verá en los 
próximos días en este Diario. Evidentemente, 
actitudes como el ‘blindaje’ de la mayoría al 
general Edwin Donayre, condenado a prisión 
efectiva por robo de combustible al Ejército, 

“Actitudes como el ‘blindaje’ 
de la mayoría al general 

Edwin Donayre, condenado 
por robo de combustible 
al Ejército, perjudican la 

imagen del Congreso”.

“Trump dice 
que existe una 
invasión desde 
el sur de drogas 

y criminales. 
Falso”.
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ciarse con las víctimas de esos abusos. Ha-
brían usado el Caso Miranda no para hacer 
justicia, sino para ganarse un aplauso. 

Las autoridades se alinearon para rem-
plazar la justicia por el aplauso. La fi scalía, 
el juez de primera instancia y la sala de la 
Superior actuaron igual. 

Esto no sucede solo en Piura. Pensemos en 
un juez como Richard Concepción Carhuan-
cho. Si aquel hubiera visto la causa, también 
habría ordenado la prisión preventiva contra 
el policía. 

En el caso emblemático de Keiko Fujimo-
ri, por ejemplo, la imputación de obstrucción 
de la justicia carece de sustento. Se basa en 
algo parecido al testimonio de la testigo de 
Piura, que señala que la amedrentan. 

Quitar la libertad durante una investiga-
ción es algo grave y extremo. Tienen que de-
mostrarse no solo la obstrucción a la justicia, 
sino la autoría y responsabilidad personalí-
sima en el hecho obstructor. 

Puede que motos y camionetas hayan “re-
glado” a la testigo en Piura. No debe, sin em-
bargo, quitarse la libertad al imputado por 
suponerse que él mandó a hacer eso. 

Lo mismo sucede en el caso de Keiko Fu-
jimori. Para justifi car su prisión preventiva 
tendría que acreditarse (no suponerse) que 
ella, personalmente, mandó a alterar los tes-
timonios de los aportantes. 

Encarcelar a Keiko Fujimori, sin embargo, 
obtiene muchos aplausos. Más que investi-
garla en libertad. 

En vez de procurar una sociedad bajo el 
imperio de la ley, vamos hacia un gobierno 
del aplauso. En vez de llevarnos a la seguridad 
jurídica, eso únicamente conduce al caos. 
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perjudican la imagen del Parlamento en un 
contexto en que la población está indigna-
da por la corrupción. 

A diferencia del sentenciado general 
Donayre, la acción de las Fuerzas Armadas 
en los desastres naturales ha sido nueva-
mente muy apreciada. La reducción de las 
compras de costoso material bélico y su 
reorientación a la defensa civil, que milita-
ristas y trafi cantes de armamentos recha-
zan, se vuelven cada vez más perentorias en 
un contexto de creciente cambio climático. 
Pero la falta de prevención sigue siendo 
una tarea pendiente. Contra lo que pudiera 
creerse, la población no espera mucho de 
sus municipios –que frecuentemente con-
validan la ocupación de áreas vulnerables–, 
sino del Gobierno Central para esta tarea. 
Y las Fuerzas Armadas podrían ser el brazo 

ejecutivo también en esta lucha. 
Pero, en el fondo, la mejor de-

fensa contra los desastres natu-
rales es el desarrollo económi-
co e institucional. Las grandes 
empresas agroexportadoras y 
mineras, por ejemplo, invierten 
muchos recursos en proteger sus 
inversiones y centros poblados 
de los riesgos de un huaico o un 
aluvión. Lamentablemente, no 
todas las autoridades piensan 
así. Por ejemplo, el goberna-
dor de Arequipa, Elmer Cáce-
res, se opone tanto a la inversión 
agroexportadora en Majes-Si-
guas II como a la inversión mine-
ra en Islay. Evidentemente, si no 
se desarrollan esas oportunida-
des, más peruanos seguirán sub-
sistiendo en el minifundio o la ac-
tividad informal. Si el presidente 
Vizcarra quiere emprender una 
cruzada por la prevención con-
tra las inclemencias del clima, 
debería incluir en su prédica la 
necesidad del desarrollo econó-
mico e institucional. 

*El autor es Presidente Ejecuti-
vo de Ipsos Perú.


